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Empresarios
y políticos

en la democracia.
De la crisis económica
a las incertidumbres

de la transición (*).

INNOVACIÓN TECNOLÓGICA

Cuando en noviembre de 1975 murió el Jefe del Estado, el general Francisco
Franco, hubo que afrontar las incertidumbres abiertas tiempo atrás. Se inició en-
tonces, aunque nada se entendería sin lo que venía ocurriendo desde al menos

quince años antes, la transición a la de-
mocracia. Hoy, veinticinco años después
de que se aprobara la Constitución de
1978 y convertida España en un país
«normal», sustancialmente distinto a aquél
de un cuarto de siglo atrás, incorporada a
Europa y a todos los foros internaciona-
les, podría parecer que aquel tránsito iba
de suyo, que no podía tener sino el de-
senlace que tuvo.

Y, sin embargo, fue un proceso política-
mente complejo, de futuro contingente y
que, al menos en sus inicios, atravesó si-
tuaciones muy delicadas. La transición y
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consolidación de la democracia han sido
objeto de múltiples tratamientos y análisis
por parte de científicos sociales e histo-
riadores, y sobre ella han escrito sus re-
cuerdos y reflexiones muchos de sus pro-
tagonistas. Convertida incluso en modelo
para otros países, que desde situaciones
muy diferentes iniciaron más tarde sus
transiciones, ocupa un lugar de honor en
lo que ha dado en denominarse «transito-
logía».

Como en los años treinta al proclamarse
la Segunda República, la transición vino
a coincidir con una crisis económica in-

ternacional. Al igual que entonces, las
expectativas generadas por el cambio
político y las dificultades derivadas de la
crisis se entrecruzaron para desencade-
nar una conflictividad social en aumen-
to, en la que se mezclaron las reivindica-
ciones económicas con las políticas, al
tiempo que se iniciaba el proceso de
institucionalización del nuevo régimen y
la formación de un nuevo sistema de
partidos políticos y  organizaciones so-
ciales.

Pero, aunque sugerentes, ahí acaban los
paralelismos, porque la sociedad y la



economía españolas habían acusado un
grado de desarrollo y modernización im-
portante en los años sesenta, por lastra-
do que estuviera de políticas ordenancis-
tas y rigideces excesivas, y pese a la
persistencia de instituciones claramente
anacrónicas. Algunos de los grandes es-
trangulamientos que habían obstaculiza-
do la consolidación de la democracia re-
publicana en los años treinta, como las
enormes desigualdades sociales y regio-
nales o la urgencia de una reforma agra-
ria en un país mayoritariamente rural, se
habían suavizado o simplemente desa-
parecido.

Tampoco era el mismo el contexto políti-
co europeo, roto en los treinta por las
amenazas desde la izquierda y la derecha
extremas, consolidada la democracia en
los setenta pese a los nuevos movimien-
tos sociales y las dificultades por las que
atravesaba el estado del bienestar. Y la
actitud de los políticos, artífices esencia-
les de un proceso que fue, sobre todo, de
delicado encaje político, fue también muy
diferente. Aunque discutida en sus impli-
caciones por algunos estudiosos, la tran-
sición y consolidación de la democracia
han estado presididas por una búsqueda
permanente de integración y consenso en
la que tuvo parte significativa la memoria
de los años treinta, no el olvido sino la
firme voluntad de no repetir y evitar los
errores de la polarización social y polí-
tica.

Fueron, sin duda, políticos quienes diri-
gieron el proceso, y otros actores socia-
les —como las organizaciones sindica-
les— han recibido más atención que los
empresarios. Sin embargo, también en el
mundo empresarial hubo una transición
y una consolidación, una transformación
que abordaré aquí en sus aspectos más
políticos y organizativos, en su presencia
en la escena pública y en su imagen,
prestando mayor atención a los primeros
años. Fueron los más difíciles, puesto
que los empresarios se vieron obligados
a hacer frente a la crítica situación eco-
nómica precipitada por el impacto de la
crisis energética en la sensible y des-
equilibrada economía española, y al mis-
mo tiempo quisieron que se oyeran sus
voces en la definición del horizonte po-
lítico y en el nuevo marco de relaciones
laborales (1).

Incertidumbres iniciales
e iniciativas
empresariales
No partían, sin embargo, de cero. La libe-
ralización promovida por el plan de esta-
bilización a finales de los años cincuenta
y el crecimiento que la siguió, junto con
las nuevas prácticas derivadas de la Ley
de convenios colectivos, rompieron con
las rigideces autárquicas y el verticalismo
sindical de los años cuarenta. La concien-
cia de los cambios que se avecinaban
promovió iniciativas como la Asociación
para el Progreso de la Dirección (1956)
en Madrid, un foro de opinión para pro-
mover el intercambio de ideas y expe-
riencias entre los directivos y más impor-
tantes empresarios del momento, o el
Círculo de Economía (1958) de Barcelo-
na, con el que se quiso poner en contac-
to a empresarios, académicos, economis-
tas y técnicos de la administración como
Fabián Estapé, José Luis Sampedro, Juan
Sardá o Enrique Fuentes Quintana.

Tampoco fue inmune a los cambios el
sindicato oficial. En su III Congreso, cele-
brado en 1964, se facilitó la creación de
los Consejos Nacionales y Provinciales de
Empresarios y Trabajadores que, no sin
resistencia de la burocracia sindical, per-
mitieron la organización horizontal de

empresarios y trabajadores con un mar-
gen mayor de autonomía. Unos meses
más tarde se creó el Consejo Nacional de
Empresarios (CNE). Aunque carente de
personalidad jurídica propia, tras un com-
plicado y largo proceso de negociacio-
nes, fue aceptado en la Organización In-
ternacional del Trabajo y, si bien siempre
apoyó al régimen, fue también celoso de
su autonomía y protagonismo, lo que le
llevaría a algunos enfrentamientos con
ministros de sucesivos gobiernos. Bajo el
impulso de Rodolfo Martín Villa, secreta-
rio general de la Organización Sindical
(OS) entre 1971 y 1973, se produjo la en-
trada de hombres nuevos, que manejaban
un lenguaje más técnico y alejado de la
vieja retórica, y que protagonizaron un
proceso de expansión, consolidación y
articulación de asociaciones territoriales
(Consejos de Empresarios) y sectoriales
(Uniones de Empresarios).

No era fácil, sin embargo, romper con la
apatía de un empresariado que había
procurado vivir al margen del sindicato,
alejado de toda preocupación política, e
instalado en la desmovilización que, pese
a la voluntad de cierta burocracia sindi-
cal, había presidido la historia de la dicta-
dura (2).

El desconcierto de la mayoría fue el caldo
de cultivo de las iniciativas que los em-
presarios más conscientes comenzaron a
tomar, algunos quizás antes, pero desde
luego a lo largo de 1976 y durante los pri-
meros meses de 1977. La formación del
primer Gobierno, presidido por Adolfo
Suárez, en julio de 1976, y la aprobación
de la Ley de reforma política en el mes
de diciembre, abrieron las compuertas de
la transición política, confirmada por los
resultados de las primeras elecciones ge-
nerales el 15 de junio de 1977.

Mientras tanto, el índice de crecimiento
económico se había desplomado, la tasa
de paro superó pronto la media europea
y la inflación se disparó, llegando al 26%
en 1977. Las subidas del precio del petró-
leo no se repercutieron, mientras los sala-
rios y los costes en general subían por
encima de la productividad. Los conflic-
tos registrados oficialmente pasaron de
2.290 en 1974  a 3.156 en 1975, con cerca
de tres millones de trabajadores implica-
dos ese último año. 1976 fue un año de
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huelgas espectaculares, con unas organi-
zaciones sindicales todavía ilegales que
parecían ocupar el lugar de unos partidos
políticos que no habían tenido aún oca-
sión de cuajar. Las horas de trabajo perdi-
das pasaron de 7 millones a 156 millones
y, aunque bajaron a 110 millones en
1977, el número de huelguistas superó a
los del año anterior (3.265.000). La eco-
nomía española estaba instalada en una
clara depresión, sin que la delicada situa-
ción política facilitara la adopción de me-
didas (3).

Se respiraba, además, un clima antiem-
presarial fomentado desde la izquierda en
panfletos y pintadas que identificaban al
empresariado con la dictadura franquista,
y alimentado también por libros y folle-
tos, más o menos académicos. Se proyec-
taba hacia atrás una condena en la que,
convertidos los poderes económicos en
bloque oligárquico, se les hacía responsa-
bles no ya del atraso del país, por haber
procurado acogerse siempre a la protec-
ción del Estado, sino provocadores tam-
bién de las graves quiebras políticas del
pasado en su intento de mantener sus si-
tuaciones de privilegio.

A esa cultura antiempresarial, de hondas
y plurales raíces en la sociedad española,
se sumaba el hecho de que fueran esca-
sas las voces que, entre la nueva clase
política, se hicieran eco de sus problemas
o acudieran en su defensa. Más bien se
multiplicaban las propuestas de reformas
sociales y se atendía más a la ofensiva
reivindicativa del sindicalismo obrero que
a la situación económica. No es de extra-
ñar, por tanto, que, como demostraba
una encuesta realizada entre ejecutivos
de grandes empresas a finales de 1977,
muchos opinaran que la economía espa-
ñola estaba al borde de una auténtica pa-
rálisis, pero al mismo tiempo dejaran tras-
lucir una profunda desconfianza en su
propio papel (4).

A esa situación y a ese clima vinieron a
responder una serie de  iniciativas empre-
sariales que transcurrieron por vías distin-
tas. Unas se encaminaron a la creación de
foros de opinión y debate, y estuvieron
patrocinadas fundamentalmente por nú-
cleos de grandes empresarios y por la
banca. La Asociación para el Estudio y
Acción Empresarial, fundada por José

María López de Letona, cuyo nombre in-
cluso había sonado como presidente de
Gobierno tras la muerte de Franco, se
convirtió, en mayo de 1977, en el Círculo
de Empresarios bajo la presidencia de
Santiago Foncillas, tras el nombramiento
de López de Letona como gobernador del
Banco de España.

Se proponía contrarrestar la imagen nega-
tiva del empresariado, divulgar la función
que la empresa debía desarrollar en una
sociedad basada en una economía de
mercado como motor fundamental del
progreso económico y social, y concien-
ciar a la opinión pública del papel del
empresariado en una sociedad libre y de-
mocrática. No pretendía ser una organiza-
ción patronal ni un grupo de presión pa-
ra la defensa de intereses específicos,
sino un centro generador de «ideas» inte-
grado por empresarios a título personal
que, eso sí, pretendían trasladar esas
ideas al conjunto del empresariado, a la
opinión pública en general y, por supues-
to también, a los órganos de decisión po-
lítica: ministros, partidos políticos, admi-
nistración y, desde que los hubo,
parlamentarios.

Parecidos objetivos tuvo la Asociación de
Estudios Empresariales, una entidad sin
ánimo de lucro ni finalidad política, cons-
tituida por otro grupo de empresarios,
muy vinculados a intereses bancarios, fi-

nancieros y eléctricos, aunque nunca pre-
tendieron erigirse en defensores de un
determinado sector, y que también creían
en la utilidad social y la eficacia económi-
ca de la libre empresa. Su presidente fue
Juan March Delgado, y en 1979 se convir-
tió en el Instituto de Estudios Económi-
cos, cuyo primer director sería Víctor
Mendoza Oliván (5).

Por importante que fuera agitar ideas y
promocionar la imagen del empresariado
era necesario también organizarse. Las
iniciativas en este sentido surgieron a la
vez dentro y fuera de la Organización
Sindical. La Agrupación Empresarial Inde-
pendiente, fundada por Max Mazín, Celso
García, José Meliá y Bernardo Campos,
celebró su asamblea constitutiva en di-
ciembre de 1976, aunque los estatutos se
retrasaron hasta abril de 1977, y se lanzó
a una campaña en la prensa y a la capta-
ción de socios por diversas provincias.

La Confederación Empresarial Española
(CEE), por su parte, fue fruto de una ini-
ciativa de Agustín Rodríguez Sahagún y
Joaquín Bardavío, quienes, en mayo de
1976, diseñaron un proyecto de servicio
de estudios que ofrecieron a algunos
bancos. La buena acogida por parte de
éstos permitió convertir el proyecto de
servicio de estudios en asociación. Me-
nospreciada por quienes no la considera-
ban una organización con verdadero ori-
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gen ni arraigo empresarial, sino más bien
una creación artificial amparada por unas
buenas relaciones políticas, la CEE man-
tuvo posiciones muy beligerantes contra
una tercera iniciativa, surgida desde den-
tro del sindicato vertical y que desembo-
có en una Confederación General Espa-
ñola de Empresarios (CGEE).

Quedaron explícitamente excluidos de la
dirección elementos tan significativos co-
mo el presidente del CNE, Manuel Conde
Bandrés, y el protagonismo pasó a Félix
Mansilla y Luis Olarra, más innovadores
y menos comprometidos con el régimen
anterior, convencidos de que la situación
exigía despegarse del pasado y apostar
por nuevas modalidades de organiza-
ción, pero también reacios a echar por la
borda el activo que suponían las entida-
des empresariales que habían formado
parte del sindicato vertical y a las que ve-
nía dándose nuevos impulsos en los últi-
mos tiempos.

El fracaso de la reforma sindical pro-
puesta en enero de 1976 por el entonces
ministro de Relaciones Sindicales, Martín
Villa, que preveía conservar la OS am-
pliando su representatividad, fue un claro
anuncio de que la vieja estructura sindical
tenía sus días contados, aunque pasaron
meses antes de que, en abril de 1977, se
promulgara la Ley de libertad sindical (6).

La variedad de propuestas organizativas
no era sinónimo de éxito en la captación,
sino más bien de lo contrario. La implan-
tación efectiva era aún escasa y muchos
empresarios se mantenían en la incerti-
dumbre. Cada una de las tres organiza-
ciones apostaba por hacerse con la direc-
ción de un proceso que todos ellos
querían conducir hacia una única organi-
zación. Los verticalistas creían que el or-
den y la jerarquía que caracterizaba a la
OS era un buen punto de partida para
una transición ordenada, aunque estuvie-
ran decididos a abandonar retóricas e
ideologías incluso para ellos trasnocha-
das, mientras que quienes apadrinaban
las otras propuestas consideraban inelu-
dible huir de todo lo que pudiera recor-
dar al antiguo sindicato. Se sucedían en la
prensa noticias, rumores y desmentidos
sobre lo que ocurría en el mundo empre-
sarial, junto a las apelaciones  públicas y
privadas para evitar la dispersión organi-

zativa. El primer Gobierno Suárez, y en
su nombre el ministro de Relaciones Sin-
dicales, Enrique de la Mata Gorostizaga,
contaba entre sus empeños la sustitución
del orden sindical heredado por otro
acorde con los objetivos políticos gene-
rales.

Así, el Real Decreto de 4 de marzo de
1977 inició el proceso de liberalización
de las relaciones laborales y, aunque
contó con una fuerte oposición sindical,
estaba destinado a prolongar su vigencia
más allá de lo previsto. La Ley de 1 de
abril, por su parte, negociada, ésta sí,
con las centrales, reconoció la libertad
sindical.

No era fácil desmontar una burocracia tan
extensa como la de la OS, con un patri-
monio codiciado, ni lo era hacerlo bajo la
presión de una conflictividad como la
existente y la pugna entre las diversas al-
ternativas, tanto en el campo patronal co-
mo en el obrero. Interesaba al ministro, y
también a los implicados, saber a qué
atenerse y qué interlocutores eran los
reales. La apuesta de Comisiones Obreras
(CCOO), de lejos la organización sindical
más potente en aquellos momentos, a fa-
vor de una central unitaria, según el mo-
delo italiano, naufragó ante el impulso
que fue cobrando la Unión General de
Trabajadores (UGT). La tendencia bipolar
en el mundo sindical se vio amparada

también por el Gobierno y los empresa-
rios, deseosos de contrarrestar la influen-
cia que, a través de CCOO, tenía el Parti-
do Comunista (7).

En el caso de los empresarios, tras arduos
esfuerzos y largas horas de reunión entre
representantes de las tres iniciativas antes
citadas y por primera vez en la historia de
España, se desembocó en la formación
de una única cúpula patronal.

Otra novedad importante respecto al pa-
sado fue que los empresarios catalanes
no sólo participaron en la fusión, sino
que su presencia resultó determinante
para desbloquearla. En Barcelona se ha-
bía producido tiempo atrás el desembar-
co de los empresarios más innovadores
del Círculo de Economía, primero en la
Cámara de Comercio e Industria y, más
tarde, en el Fomento del Trabajo Nacio-
nal, cuya presidencia ocupó Carlos Ferrer
Salat, un ingeniero químico —además de
licenciado en ciencias económicas y en
filosofía—, fundador de los Laboratorios
Ferrer, moderno, deportista y muy viaja-
do, promotor del Círculo de Economía
allá en los años cincuenta y desde enton-
ces preocupado por la presencia pública
del empresariado. A finales mayo de
1977, en una cena celebrada en Madrid,
afirmó con rotundidad que era imprescin-
dible una patronal fuerte, sin fisuras, y
que de no lograrse, Fomento abriría sede
en la capital del Estado (8).

La unidad empresarial

El 7 de junio de 1977 hubo, por fin, un
manifiesto empresarial conjunto: las aso-
ciaciones empresariales, conscientes de la
urgencia de crear una sola organización a
escala nacional, con una voz única y res-
ponsable, habían hecho confluir sus ini-
ciativas y procedían a una fusión inde-
pendiente de cualquier estructura pasada.

El 29 de junio se anunció formalmente la
constitución de la Confederación Espa-
ñola de Organizaciones Empresariales
(CEOE). Firmaron cuarenta y ocho em-
presarios en nombre de sus respectivas
organizaciones (territoriales, unas, y sec-
toriales, otras) y se nombró una comisión
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gestora y un comité delegado integrado
por Ferrer Salat, Rodríguez Sahagún, Félix
Mansilla y Max Mazín, cuya misión fue
preparar la asamblea en la que se ratifica-
rían los estatutos y se elegirían los cargos
directivos. Fue un verano de duras nego-
ciaciones. Faltaban por incorporarse sec-
tores económicos decisivos —como la
construcción, industrias químicas, eléctri-
cas y grandes almacenes—, y la clasifica-
ción de las organizaciones confederadas,
el peso en votos en la futura asamblea y
la elaboración de una candidatura, que fi-
nalmente fue cerrada, resultaron ser ta-
reas complicadas.

La CEOE no era consecuencia de una cul-
tura asociativa arraigada en el empresa-
riado español, sino de una reacción ante
el clima de incertidumbre y de presión, y
estaba todavía lejos de constituir una rea-
lidad verdaderamente representativa.

Las primeras elecciones generales habían
dado el triunfo a la Unión de Centro De-
mocrático (165 escaños), un partido casi
recién creado por el presidente del Go-
bierno, Adolfo Suárez, en el que vinieron
a confluir diversos grupos democristia-
nos, liberales y socialdemócratas. El se-
gundo lugar lo ocupó el Partido Socialista
(118 escaños), mientras que la Alianza
Popular que dirigía Manuel Fraga se que-
dó en 16 diputados y el Partido Comunis-
ta tampoco obtuvo los votos que muchos
auguraban.

Aquellas Cortes convocadas como ordi-
narias tenían sin embargo que elaborar
una Constitución, y para facilitar su de-
bate convenía pacificar el ambiente,
hacer frente de manera negociada y con-
sensuada a la delicada situación econó-
mica y social. Enrique Fuentes Quintana,
ministro de Economía y vicepresidente
económico, procedió a una inmediata
devaluación de la peseta y anunció un
plan de urgencia para contener la infla-
ción mediante una política de rentas y
una política monetaria restrictiva, a cam-
bio de la promesa de una reforma fiscal
y un subsidio de desempleo, al tiempo
que abría conversaciones con los agen-
tes sociales: sindicatos y organizaciones
empresariales.

En la asamblea constituyente de la CEOE
celebrada en septiembre, la candidatura

de Luis Olarra fue retirada, y salió triun-
fante la unitaria, encabezada por Carlos
Ferrer Salat, más moderno y liberal, ajeno
al viejo sindicalismo. Fue, sin embargo,
enérgico en su actitud frente a los planes
económicos del Gobierno: «Después de
unos principios esperanzadores —dijo—
vemos cómo las fuerzas políticas en vez
de afrontar con urgencia y ánimo cons-
tructivo la solución de las graves cuestio-
nes económicas y sociales que nos aque-
jan, se entretienen en temas secundarios
y luchas internas y partidistas, mientras el
país se degrada material y sicológicamen-
te». Pocos días más tarde, en una reunión
convocada por la Asociación para el Pro-
greso de la Dirección, insistió Ferrer Salat
en la «gravísima» situación por la que atra-
vesaban los empresarios (9).

Las negociaciones abiertas por el minis-
tro de Economía con los agentes sociales
no pudieron vencer las reticencias de
muchos, y los Pactos de la Moncloa fue-
ron finalmente rubricados por los parti-
dos y aprobados en las Cortes el 27 de
octubre de 1977. La CEOE afirmó que no
había participado en su elaboración, ya
que no se sentía representada por nin-
gún partido concreto, y anunció lo que
iba a ser su caballo de batalla en los si-
guientes meses: la urgencia de afirmar el
sistema de economía de mercado, que
implicaba sobre todo la libertad de con-
tratación y despido, y la atención al dete-

rioro del nivel de productividad. La refor-
ma fiscal, necesaria, debía ser paralela a
otra de la financiación de la Seguridad
Social, planteadas ambas sobre bases
realistas y sin dejarse llevar por plantea-
mientos demagógicos.

Los dos vicepresidentes del Gobierno,
Fuentes Quintana y Abril Martorell, acep-
taron iniciar negociaciones con las cen-
trales sindicales y las organizaciones em-
presariales acerca de los contenidos de la
«problemática sindical» (acción sindical en
la empresa, destino del patrimonio sin-
dical, derecho de despido y huelga, y
negociación colectiva) que no estaban
contenidos en los Pactos de la Moncloa, y
se formó un comité tripartito —Gobierno,
sindicatos, patronal— para aplicar lo
acordado (10).

A lo largo de los meses siguientes, la re-
cién creada CEOE desplegó una impor-
tante actividad con el objetivo, por un la-
do, de asentarse y consolidarse como
cúpula empresarial, y por otro, a la vez,
de afirmarse como interlocutor ante los
poderes públicos y las organizaciones
sindicales. Una y otra cosa iban de la ma-
no, y en ambas había que vencer resis-
tencias. Para ello, se combinó una estrate-
gia de movilización y agitación con una
definición organizativa flexible a la hora
de incorporar el heterogéneo abanico de
entidades preexistentes, sectoriales unas,
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territoriales otras, y también de las que
podrían crearse en el futuro.

La estrategia de movilización y agitación
adquirió en los primeros meses un aspec-
to poco frecuente, pues se basó en la ce-
lebración de asambleas multitudinarias de
las que fue buena muestra la convocada
por el Fomento del Trabajo Nacional en
el Palau Blau Grana de Barcelona, que
reunió a más de 10.000 empresarios el 28
de noviembre y en la que Ferrer Salat
afirmó que estaba «en juego España, la
empresa y nuestro propio futuro indivi-
dual», poniendo especial empeño en
atraerse a los pequeños y medianos em-
presarios, mayoritarios en el tejido em-
presraial español.

En Valencia, a comienzos de diciembre,
fueron 3.500 los empresarios reunidos
por la Confederación Empresarial Valen-
ciana, y el presidente de la CEOE volvió a
decir que «mientras en España no practi-
quemos plenamente la economía de mer-
cado no podremos salir de la crisis». Co-
mo culminación del proceso, el 5 de
febrero de 1977, más de 13.000 empresa-
rios se concentraron en el Palacio de los
Deportes de Madrid bajo los lemas de
«Reaccionemos» y «Unidad, libre empresa
y prosperidad» (11).

Eran voces que querían hacerse oír mien-
tras se discutían los contenidos de la
Constitución y proyectos como el de la
Ley de acción sindical. En enero de 1978,
en el Club Siglo XXI de Madrid, el presi-
dente de la CEOE insistió en que la eco-
nomía de mercado debía afirmarse sin
confusiones en la Constitución, cosa que
no ocurría en el proyecto conocido, y ha-
bía que incorporar un estatuto de la em-
presa en el que se especificaran los dere-
chos y obligaciones de la misma.

En el documento de la CEOE  «Por una
Constitución que garantice el progreso
social y las libertades económicas» se de-
claraba inaceptable un país de economía
planificada, tal y como se desprendía de
lo previsto en algunos artículos de la
Constitución. Qué podía esperarse de un
país en el que la mitad de la gente se de-
claraba marxista y la otra mitad social-
demócrata, se preguntaba por entonces
Ferrer Salat, y en el que los partidos polí-
ticos no respondían, como en otros paí-

ses europeos, al espacio político al que
afirmaban adscribirse.

Esta actitud tan crítica se dirigía no tanto
hacia los socialistas como hacia la UCD,
un partido —pensaban muchos empresa-
rios— que, pretendiéndose de derechas,
parecía empeñado en llevar adelante una
política de izquierdas. Durante una visita
que realizó a Estados Unidos en abril, Fe-
rrer Salat afirmó que el principio de libre
empresa estaba a punto de sucumbir en
España porque el proyecto de Ley de ac-
ción sindical que había presentado el mi-
nistro de Trabajo, Jiménez de Parga, sig-
nificaba la anulación de la facultad
directiva del empresariado. Finalmente, el
proyecto fue desechado (12).

Al acercarse el mes de septiembre y con
él la renovación de la directiva de la CE-
OE, circularon rumores sobre el apoyo
gubernamental a una candidatura alter-
nativa, «más presentable y dialogante»,
quizás la de López de Letona. Durante el
verano, sin embargo, las relaciones se
suavizaron y, en vísperas de la asam-
blea, todo pareció indicar que el Gobier-
no y la patronal habían suscrito un pacto
de apoyo y colaboración. Ferrer Salat
fue reelegido, salieron de la ejecutiva al-
gunos «históricos», como Max Mazín y
Luis Olarra, quien afirmó que había sido
vetado por el Gobierno por sus críticas y
su actitud combativa en las discusiones

del proyecto constitucional en el Sena-
do. Se encargó la elaboración de un pro-
grama económico al economista Pedro
Schwartz, se designó a José María Cue-
vas secretario general y se incorporó a la
junta directiva, como miembro sin voto,
Claudio Boada, en nombre del Círculo
de Empresarios.

«Ser empresario es hoy muy difícil», decla-
ró José Antonio Segurado, líder de la pa-
tronal madrileña y tesorero de la CEOE, y
el mayor éxito de ésta había sido conven-
cer a los empresarios de España de que
continuaran siéndolo. No quiso Ferrer Sa-
lat responder a los periodistas sobre el
cambio de actitud desde aquella asam-
blea en el Palacio de los Deportes, pero
el vicepresidente Ignacio Briones dijo
que se había buscado la profesionaliza-
ción de la patronal y la adopción de deci-
siones acordes con lo que debía ser un
sector empresarial moderno (13).

La consolidación
organizativa

Aprobada la Constitución, y ante la nueva
convocatoria electoral de 1979, la CEOE
dirigió una carta a todos los empresarios
llamándolos a aunar esfuerzos para exi-
girle al nuevo Gobierno que defendiera
sin ambages el principio de libre empre-
sa. La victoria de UCD fue, quizás, una
desesperanzadora noticia para la patro-
nal, pero cuando se anunció el programa
económico del Gobierno, la patronal ma-
nifestó su apoyo en líneas generales. Su-
ponía, en su opinión, una opción clara
por la economía de mercado. El acuerdo
no impidió, sin embargo, las matizacio-
nes que quedaron plasmadas en un do-
cumento en el que no se ahorraban las
críticas a la reforma fiscal del ministro
Fernández Ordóñez o al nuevo marco de
relaciones laborales.

Resultaba satisfactoria la voluntad anun-
ciada de liberalizar la economía y supri-
mir intervencionismos, aunque la CEOE
hacía hincapié en la necesidad de mante-
ner la protección frente a los productos
de terceros países, así como en el fomen-
to del ahorro y la inversión privada, y en
que la reducción del gasto público debía
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ir acompañada de un incremento de la ta-
sa de ganancia empresarial y de una re-
ducción de los salarios reales de los tra-
bajadores. El envite de la nueva crisis
energética, sin que hubiera podido cum-
plirse con los objetivos marcados en el
plan económico de Fuentes Quintana, ni
tampoco con las reformas estructurales
incorporadas a los Pactos de la Moncloa,
amenazaba con una profundización de la
crisis económica.

Pero ahora la CEOE entró por nuevos de-
rroteros. De ellos resultó la institucionali-
zación de la política de concertación con
los sindicatos, que fue abriéndose paso,
no sin dificultades y enfrentamientos, a
partir de la firma, ese año, del Acuerdo
Interconfederal con la UGT. Con él, las
relaciones industriales pasaron del marco
político de los Pactos de la Moncloa, a
otro de carácter estrictamente sociolabo-
ral protagonizado por los agentes socia-
les, aunque en alguna de sus sucesivas
ediciones interviniera también la adminis-
tración. La pacificación social anunciada
ya con los mencionados pactos se conso-
lidó con la nueva política, y descendió
notablemente el índice de conflictividad.

Otra cosa, muy discutida entonces y des-
pués, fue el éxito de dicha política en tér-
minos estrictamente económicos. Desde
el punto de vista socio-político, la defini-
ción del nuevo marco de relaciones labo-
rales, que en el Estatuto de los Trabajado-
res se institucionalizaría sobre la base de
negociaciones colectivas al más alto ni-
vel, favoreció al sindicato socialista frente
a Comisiones Obreras, pues mientras el
primero contaba con una cúpula más
desarrollada, aunque fuera débil a nivel
de empresa, Comisiones Obreras era
fuerte ahí, pero mostraba una gran resis-
tencia al proceso de centralización. Aun-
que no fuera ése el único motivo, sólo
cuando en 1982 los resultados de las
elecciones sindicales hicieron temer un
definitivo desplazamiento de los votos a
favor de UGT, Comisiones decidió entrar
en la política de pactos.

Por otro lado, la extensión de la validez
de los acuerdos colectivos a todos los tra-
bajadores y empresas del sector o ámbito
geográfico implicados consolidaron el
monopolio representativo de las dos
grandes centrales sindicales, dificultando

—o incluso imposibilitando— la entrada
de nuevas organizaciones, al tiempo que
restaban estímulos para la ampliación en
la afiliación en el caso de los sindicatos
obreros (14).

También favoreció la política de acuerdos
a la consolidación de la CEOE como úni-
ca organización patronal, consolidación
que se produjo en los años siguientes. La
incorporación a finales de 1978 de la
Asociación Española de la Banca Privada
(AEB), presidida por Rafael Termes, y de
la pequeña y mediana empresa con la
CEPYME en 1980, dieron a la CEOE su
carácter de entidad integradora de todos
los intereses económicos, posibilitada por
la adopción de una estructura poco buro-
cratizada, con un centro decisional distri-
buido entre la organización central y los
miembros, y por la afiliación directa de
algunas grandes asociaciones sin pasar
por las confederaciones intersectoriales.

La creación de órganos de mediación y el
empeño de evitar pronunciamientos so-
bre asuntos en los que hubiera divergen-
cias facilitaron un proceso que se vio
apoyado por el hecho de que desde el
Gobierno se la reconociera como interlo-
cutor válido, adjudicándole competencias
crecientes.

Frente a la distinción funcional percepti-
ble en las organizaciones empresariales

de otros países, la CEOE se perfiló a la
vez como grupo de presión frente a los
poderes públicos y como organización
patronal en el ámbito de las relaciones in-
dustriales, aunque en su consolidación
primó, durante los primeros años, su fun-
ción negociadora en los convenios colec-
tivos y en la concertación social sobre la
atención a los problemas internos de la
empresa o a una política de prestación de
otro tipo de servicios a sus asociados, ta-
rea que fue adquiriendo mayor importan-
cia con el paso del tiempo (15).

La transición
empresarial

La configuración inicial del sistema de
partidos, la indefinición de la derecha y
la relativa incapacidad de la CEOE para
influir en las decisiones de política eco-
nómica empujaron a la organización pa-
tronal a llenar lo que se creía un hueco
político. La patronal hizo campaña políti-
ca en las elecciones autonómicas catala-
nas de 1980, porque los sondeos previos
daban como probable una «mayoría mar-
xista», y la «fórmula Molinas» —así llama-
da en reconocimiento al presidente del
Fomento, Alfredo Molinas— se aplicó
también, con éxito, en las autonómicas
gallegas, y con denuncia por parte de las
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izquierdas ante la Audiencia Nacional, en
el caso de las andaluzas. «La CEOE na-
ciente creyó que debía velar sus armas
contra el Gobierno de UCD», escribió más
tarde Leopoldo Calvo Sotelo, varias veces
ministro, y presidente de Gobierno tras la
dimisión de Adolfo Suárez.

En febrero de 1981, cuando se dirigía al
Congreso de los Diputados a su sesión de
investidura, la prensa diaria publicó una de
las notas más duras de la historia de la
confederación empresarial: los empresarios
recriminaban a los políticos no haber sido
capaces de crear el clima de confianza ne-
cesario para un buen desarrollo político y
económico, y les conminaban a dejar de
escudarse en las dificultades políticas de la
transición, dando por concluido el confu-
sionismo que la había acompañado (16).

La apuesta por una «gran derecha» que al-
gunos dirigentes empresariales auspicia-
ron fue un factor más —no el único, ni
probablemente el decisivo— en la des-
composición de UCD. Las elecciones de
octubre de 1982 dieron una mayoría ab-
soluta y entusiasta al Partido Socialista,
triunfo contra el que los numerosos actos
convocados por las organizaciones em-
presariales habían prevenido.

Sin embargo, no tardaron en producirse
las primeras declaraciones de acatamien-
to de los resultados y de invitación al
nuevo Gobierno para tender puentes de
diálogo con los poderes económicos. Lo
hizo Emilio Botín, presidente del Banco
de Santander. También Rafael Termes y
Santiago Foncillas, presidente del Círculo
de Empresarios. En realidad, habían sido
varias las ocasiones, en los dos años ante-
riores, en las que los dirigentes de un
PSOE renovado se habían reunido con
los presidentes de los más importantes
bancos, y habían cambiado impresiones
en el Círculo de Empresarios. Ferrer Salat
anunció que la actitud de la CEOE ante
un Gobierno socialista sería de «apertura
total al diálogo y colaboración constructi-
va», y Cuevas se manifestó a la espera de
la concreción de las medidas anunciadas
en el programa.

A diferencia de la actitud que había teni-
do la patronal francesa frente al Gobierno
socialista de Mitterrand, y frente a la acti-
tud de una minoría «obstruccionista», la

CEOE acordó conceder un período de
gracia al nuevo Gobierno. Felipe Gonzá-
lez no tardó más de quince días en reci-
bir, en compañía de Miguel Boyer, a Fe-
rrer Salat, dedicándole cinco horas de
atención. Fue el primero de una serie de
contactos regulares prometidos entre el
nuevo Gobierno y los empresarios (17).

Entre 1976 y 1981 habían desaparecido
en España casi 50.000 empresas y 200.000
trabajadores independientes, mientras los
costes salariales unitarios habrían crecido
a un ritmo del 20% anual. Se había pro-
ducido una verdadera «crisis de desindus-
trialización» que transformó y redimensio-
nó radicalmente el sector y no se cerró
hasta mediados de los años ochenta.

Para entonces se había cerrado también
la mayor crisis atravesada en la historia
por el sector bancario, que culminó en
febrero de 1983, a los pocos meses de lle-
gar los socialistas al poder, con la espec-
tacular decisión de expropiar Rumasa. El
mismo día en que se tomó tan discutida
medida, Miguel Boyer llamó a Ferrer Salat
y a Rafael Termes, cuya presencia al fren-
te de la AEB estaba resultando decisiva,
para garantizarles que los bancos y em-
presas de Rumasa serían inmediatamente
privatizados.

Los socialistas, amparados en su mayoría
parlamentaria y con Boyer al frente de la

política económica, abandonada toda ve-
leidad nacionalizadora o planificadora,
acometieron inmediatamente un plan de
reajuste duro: devaluación, aumento de la
presión fiscal mediante la implementa-
ción definitiva de la reforma, endureci-
miento de la política monetaria y restric-
ción del crédito, así como la repercusión
gradual del aumento del precio del petró-
leo. No todos en el partido secundaban
su política, y en 1985 Miguel Boyer dimi-
tió de manera irrevocable. 

La segunda mitad de la década estuvo
marcada por los desafíos que al mundo
empresarial y financiero les supuso el in-
greso de España en la Comunidad Euro-
pea y la urgencia de afrontar la definitiva
apertura y liberalización de la economía
española. Pero fueron años esplendoro-
sos, de crecimiento más que notable y de
entrada de capitales extranjeros, atraídos
por la estabilidad de la moneda, los altos
tipos de interés y la elevada rentabilidad
obtenida por las inversiones.

No deja de ser chocante que fuera con un
Gobierno socialista cuando se rehabilitara
la figura del empresario individual como
creador de riqueza, y que entre los jóve-
nes se despertara la vocación empresa-
rial. Fue entonces cuando el nuevo minis-
tro de Economía, Carlos Solchaga, que
había sustituido a Miguel Boyer, hizo una
apelación al enriquecimiento, poniendo
así su granito de arena en lo que comen-
zaba a llamarse la «cultura del pelotazo».
«La frase me acompañará a la tumba», la-
mentó después Solchaga en una entrevis-
ta. La pronunció en una reunión con los
miembros de la Asociación para el Pro-
greso de la Dirección, en la que quiso
convencer a los presentes de que la crisis
económica había terminado definitiva-
mente, y de que España se había conver-
tido en un foco de atracción de capitales
porque podía ganarse más dinero en me-
nos tiempo.

No gustaban este tipo de declaraciones a
José María Cuevas, convertido desde 1984
en presidente de la CEOE. Aquellos mo-
vimientos pendulares, desde el aborreci-
miento a la adoración del dinero, pensa-
ba Cuevas, podían acabar dinamitando la
imagen del empresario al confundir «ha-
cer dinero» con «hacer empresas». Porque
una cosa era ser empresario y otra muy
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diferente hacer negocios y ganar dinero
«traficando» o beneficiándose de informa-
ciones privilegiadas (18).

La batalla empresarial de los primeros
tiempos para legitimar la economía de
mercado y su propio papel dentro de ella
había pasado a la historia. Se había ga-
nado y, a finales de la década de los
ochenta, los problemas eran otros. El ci-
clo económico alcista de la economía
mundial y el ingreso en la Comunidad
Europea habían permitido el despegue
del consumo y la inversión y el creci-
miento de los excedentes empresariales.
La tasa de paro bajó gracias a la flexibili-
zación del mercado laboral y la expan-
sión de la contratación temporal, pero la
presión fiscal creció sin parar y también
lo hizo el déficit público. El gasto públi-
co superaba cada año en más de un ter-
cio al gasto presupuestado. La política
monetaria se endureció y Carlos Solcha-
ga insistió en la necesidad de contener
las alzas salariales y flexibilizar aún más
el mercado laboral.

Pero en el sindicato socialista se creía
que, una vez superada la crisis, había lle-
gado el momento de dejarse oír en la po-
lítica económica, y las relaciones entre el
Gobierno y el sindicato se deterioraron.
La reforma del régimen de pensiones en
mayo de 1985 había provocado ya duros
enfrentamientos. Dos años más tarde, el
secretario general de UGT, Nicolás Re-
dondo, abandonó su escaño y en el XXXI
Congreso del PSOE se negó a ocupar la
silla que le ofreció Felipe González en la
ejecutiva.

La pérdida de posiciones de UGT frente a
Comisiones Obreras en las elecciones sin-
dicales de 1986 había llevado al sindicato
socialista a pensar que su política de con-
certación y moderación conducía al fra-
caso. Decidió romper con ella y el 14 de
diciembre de 1988, teniendo como deto-
nante el plan de empleo juvenil, los dos
sindicatos convocaron una huelga gene-
ral que obtuvo un éxito rotundo.

Las grandes ciudades se paralizaron du-
rante 24 horas, síntoma de que la protesta
iba más allá. No era una huelga contra la
patronal, sino contra el gobierno socialis-
ta, y así lo entendió la CEOE: había sido
una huelga política. Nicolás Redondo

pensaba que algunos ministros socialistas
habían sucumbido a los hechizos neoli-
berales y al «abrazo aristocrático» de las
elites socioeconómicas. Carlos Solchaga
quiso convencer a Felipe González de
que convocara elecciones inmediatamen-
te, pero le tocaba a España la presidencia
europea y las elecciones se retrasaron
hasta octubre de 1989. Por primera vez,
UGT no llamó a votar a los socialistas. El
PSOE volvió a ganar, pero perdió muchos
votos (19).

Las medidas de carácter social —aumento
en las prestaciones por desempleo, pen-
siones y otras ayudas— que el Gobierno
se apresuró a tomar no fueron considera-
das suficientes por los sindicatos, mien-
tras que el «giro social», como había augu-
rado el propio Solchaga, tuvo graves
consecuencias al coincidir con el final del
ciclo expansivo y el anuncio de una rece-
sión propiciada por la guerra del Golfo,
primero, y la unificación alemana, des-
pués.

En junio de 1989, la peseta entró muy so-
brevaluada en el sistema monetario euro-
peo y, dos años más tarde, España firmó
el Tratado de Maastricht y con él el com-
promiso de cumplir con los criterios de
convergencia. El «pacto social de progre-
so» suscrito con los agentes sociales fue

incumplido por el fracaso en la modera-
ción salarial y el imparable crecimiento
del déficit, y hubo que recurrir al «decre-
tazo» para reducir la cobertura del desem-
pleo. La nueva huelga general convocada
por los sindicatos no tuvo esta vez el éxi-
to de la anterior. Las «turbulencias mone-
tarias» del sistema monetario europeo y el
ataque a las monedas más débiles lleva-
ron a tres devaluaciones sucesivas de la
peseta.

El idilio de los socialistas con las fuerzas
económicas había terminado. Dos años
antes, a comienzos de 1992, se habían
reunido en el Palacio de Congresos de
Madrid más de tres mil empresarios. Los
había convocado la CEOE para hablar de
«la empresa española ante la nueva Euro-
pa». El acto fue inaugurado por el Rey, y
José María Cuevas afirmó que la integra-
ción de España en Europa debía plantear-
se como una verdadera «cuestión de Es-
tado».

El los seis años anteriores, dijo, los em-
presarios españoles habían llevado a ca-
bo el mayor proceso de inversión y reno-
vación que recordaba la historia reciente
del país, pero los nuevos desafíos tenían
singular trascendencia. Intervinieron tam-
bién Carlos Ferrer Salat, varios ministros
—Claudio Aranzadi, Carlos Solchaga,
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Narcís Serra—, los alcaldes de Madrid y
Barcelona, Miguel Roca y José María Az-
nar, presidente ya del Partido Popular,
que hizo una defensa encendida de la
pequeña y mediana empresa frente a las
más grandes y a los bancos, que tenían
«pérdidas majestuosas» y que probable-
mente preferían políticas distintas a las
que su partido proponía. Agradeció, ade-
más, Aznar a José María Cuevas sus pala-
bras de bienvenida, y confesó compartir
con él «desde hace años muchas ideas»,
además de una buena y profunda amistad
personal (20).

Pocas semanas más tarde, en marzo, asu-
mió la presidencia del Círculo de Empre-
sarios Carlos Espinosa de los Monteros, y
se estrenó con un discurso muy crítico
respecto al clima de «degeneración eco-
nómica y política». Aunque en el mes de
junio, ante la asamblea del Círculo, José
María Aznar se quejó de no sentirse res-
paldado por el sector empresarial, lo
cierto es que el Círculo subió el diapasón
de sus críticas al Gobierno y aumentaron
las comparecencias públicas en este
sentido. Si Cuevas declaró que desde la
llegada de Aznar el Partido Popular se
había recompuesto como alternativa po-
lítica, Espinosa de los Monteros no se re-
cataba en manifestar su desconfianza an-
te el Gobierno.

Ante las elecciones de 1993, el Círculo
abogó por la necesidad de recuperar la
economía, regenerar éticamente la vida
política, económica y social y liberalizar
un sistema político deformado, en su
opinión, por la confusión de poderes y
la politización de los agentes económi-
cos.

Los socialistas volvieron a ganar las elec-
ciones, pero el deterioro de la vida públi-
ca se acentuó. Los escándalos que se ha-
bían iniciado a comienzos de la década
parecían multiplicarse, auspiciados por lo
que algunos llamaron la «guerra de los
dossieres» y convertidos en una batalla
mediática. El Partido Popular hizo bande-
ra de la corrupción contra un Partido So-
cialista profundamente dividido y debili-
tado. Cuando comenzaron a atisbarse los
síntomas de la recuperación económica,
el Círculo de Empresarios la creyó ame-
nazada por la inadecuada estrategia eco-
nómica del Gobierno y, sobre todo, por

la incertidumbre política. Cuando un Go-
bierno se encontraba bajo sospecha de
cometer irregularidades, sostenían los
empresarios, su margen de maniobra era
casi inexistente porque su credibilidad
era nula. Tanto el Círculo como la CEOE,
por boca de José María Cuevas, pidieron
reiteradamente el adelantamiento de las
elecciones (21).

En 1996, el Partido Popular ganó las
elecciones. Llegaba al Gobierno una
nueva derecha y una nueva generación
de políticos. Tuvo la fortuna de hacerlo
cuando podía darse por superada la cri-
sis económica de 1992-1994, pero tuvo
que despejar con urgencia la incógnita
sobre el ritmo de incorporación del país
a la unión económica y monetaria euro-
pea. Traían los populares bajo el brazo
la liberalización y desregulación de los
mercados de bienes y servicios, y un
programa de privatizaciones que iba
mucho más allá del comenzado por los
socialistas con el desmantelamiento
progresivo del Instituto Nacional de In-
dustria. Cuando se haga balance de los
últimos años se podrá responder a lo
que el presidente del Círculo de Empre-
sarios dijo al celebrar los veinte años de
la fundación: España goza de estabili-

dad política y tiene abiertas las puertas
del futuro si es capaz de impulsar la
transición desde un modelo de capita-
lismo corporativo a un sistema de capi-
talismo democrático… Todavía algunos
dirigentes empresariales pensaban que
estaba pendiente una transición. Poco
tenía que ver ésta, sin embargo, con la
que se había afrontado veinticinco años
atrás (22).

(*) Este texto está inspirado en el
capítulo 8 de Cabrera y Rey Reguillo
(2002).

Notas

(1) Los políticos protagonistas del proceso, en
Linz (1988), pp. 103 y 107, y Pérez Díaz
(1987), pp. 82-84 y 134-5.
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de los sesenta, en Linz y De Miguel (1964);
asociacionismo y sindicato vertical, en García
Femenía (2002) y Gutiérrez Álvarez (2001).
También, González Fernández (2002). El Cír-
culo de Economía, en Cercle de Economia
(1983).
(3) Soto Carmona (1996).
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